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Abstract

Unlike previous ones, the last dictatorship in Uruguay 
lasted twelve years. On June 27, 1973, President Juan 
María Bordaberry—elected in November 1971 by the 
Colorado Party—led the coup d’état that dissolved the 
national and departmental legislative chambers and 
deepened the severe repression that had been unfold-
ing for years. From that point on, without parliamen-
tary or social oversight, the regime governed in an 
authoritarian manner and, from its very beginnings, 
implemented projects that reconfigured demands and 
initiatives from previous decades. At the same time, 
it adopted initiatives from other dictatorial govern-
ments. Despite the rejection of a significant portion 
of society, the support it obtained allowed it to govern 
at both national and departmental levels. This article 
aims to describe and analyze a series of official strate-
gies imposed in departmental governments from 1973 
to 1984. These initiatives, which sought to generate 
consensus to legitimize the regime, produced favora-
ble and fluctuating attitudes. The proposed analysis, 
focused on state agencies and political figures not usu-
ally considered by Uruguayan historiography, seeks to 
engage in dialogue with it and to provide tools for un-
derstanding how the country was governed during the 
twelve years of dictatorship.

Keywords: 
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Resumen

La última dictadura en Uruguay duró, a diferencia de 
las anteriores, doce años. El 27 de junio de 1973 el pre-
sidente —electo en noviembre de 1971 por el Partido 
Colorado— Juan María Bordaberry encabezó el golpe 
de Estado que clausuró las cámaras legislativas nacio-
nales y departamentales; y profundizó la aguda repre-
sión que se sucedía desde años atrás; a partir de allí, 
sin controles parlamentarios y sociales. El régimen 
gobernó de forma autoritaria y puso en práctica, des-
de sus inicios, proyectos que reconfiguraron reclamos 
e iniciativas de décadas anteriores. A la vez, recogió 
iniciativas de otros gobiernos dictatoriales. Pese al re-
chazo de una parte significativa de la sociedad, los res-
paldos logrados permitieron gobernar, a nivel nacio-
nal y departamental. El artículo pretende dar cuenta 
y analizar una serie de estrategias oficiales, impuestas 
en los gobiernos departamentales desde 1973 y hasta 
1984. Tales iniciativas, que buscaban generar consen-
sos para legitimar el régimen, lograron actitudes favo-
rables y oscilantes. El análisis propuesto, centrado en 
organismos estatales y figuras políticas que no suelen 
ser considerados por la historiografía uruguaya, bus-
ca dialogar con ella y aportar herramientas para poder 
comprender cómo se gobernó el país durante los doce 
años de dictadura.
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Dictadura; Participación política; Institucionalidad 
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INTRODUCCIÓN

Durante las décadas de 1960 y 1970 se sucedieron y consolidaron dictaduras 
en buena parte de los países de América, en particular en los del Cono Sur. 
Uruguay, que se diferenciaba de sus vecinos —salvo Chile— por la sucesión 
de gobiernos surgidos mediante elecciones, no fue la excepción. El 27 de junio 
de 1973 el presidente Juan María Bordaberry (en el cargo desde marzo de 1972 
tras el triunfo del Partido Colorado en las elecciones de fines de noviembre del 
año anterior) encabezó, junto a las cúpulas de las Fuerzas Armadas, un golpe de 
Estado. No era la primera vez que un presidente en funciones lo hacía: durante 
el siglo XX, los colorados Gabriel Terra (en 1933) y Alfredo Baldomir (en 1942) 
decidieron quebrantar la Constitución vigente, clausurar los órganos parlamen-
tarios y gobernar de manera excepcional. En los tres casos hubo significativos 
apoyos partidarios, institucionales y de grupos económicos y sociales. También 
oposiciones.

Sin embargo, la dictadura encabezada por Bordaberry —a diferencia de las 
anteriores— inauguró un régimen que, pese a los cambios de autoridades y los 
proyectos divergentes, se mantuvo por doce años. En ese lapso el Estado reforzó 
las políticas represivas que abarcaron a buena parte de la sociedad. De todos mo-
dos, los operativos, coordinaciones regionales y planes militares se concentraron 
con mayor énfasis en los sectores de izquierdas. No obstante la centralidad de la 
represión, hubo otras estrategias de dominación y búsquedas de “apoyo”. Entre 
ellas, las que se enfocaron en crear una nueva institucionalidad, sea a nivel na-
cional, o departamental (nivel de gobierno que, en esos años, también se denomi-
naba municipal)1.

Este artículo, dividido en seis apartados, se concentra, precisamente, en una 
serie de estrategias puestas en práctica desde el 27 de junio de 1973 hasta 1984, 
principalmente, en los 19 departamentos del país. En ellos —salvo en uno, Rocha— 
decidieron permanecer en sus cargos, tras el golpe de Estado, 18 intendentes, pese 
a que, constitucionalmente, debían gobernar junto a los órganos legislativos. Los 
jerarcas que aceptaron la propuesta de Bordaberry y las cúpulas militares gober-
naron sin controles parlamentarios desde entonces y hasta mediados de agosto de 
1973, cuando se instalaron juntas de vecinos. Esos órganos, no previstos constitu-
cionalmente, sustituyeron, por decreto, a las juntas departamentales e inauguraron 
una nueva forma de participación política (vigente hasta enero de 1985): con legis-

1	 Los municipios, como tercer nivel de gobierno, se crearon en octubre de 2009 (leyes 18.567 y 19.272). 
Pese a ello, la normativa que regula la institucionalidad departamental (vigente desde 1935) se llama 
Ley Orgánica Municipal. Por otra parte, los gobiernos departamentales (por lo general denominados 
intendencias) se componen de un órgano ejecutivo, encabezado por un intendente; y un órgano legis-
lativo llamado Junta Departamental, integrado por 31 ediles. Tienen, constitucionalmente, autonomía 
política y no dependen del Poder Ejecutivo nacional. Los cargos de los ediles eran (y son aún) honora-
rios. En el período abordado, intendentes y ediles eran electos el mismo día que los restantes cargos 
(ejecutivos y legislativos) nacionales. Véase: Daniel Hugo Martins, El gobierno y la administración de los 
departamentos (Montevideo: Laganusi, 1999).
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ladores propuestos por intendentes y jefes de Policía y designados por el titular del 
Poder Ejecutivo nacional2.

El respaldo inmediato de 18 intendentes (trece del Partido Nacional, PN, y 
cinco del Partido Colorado, PC) le permitió al régimen mostrarse apoyado3. 
Al mismo tiempo, pudo estructurar una política institucional relevante, tanto por 
sus intenciones legitimantes y fundacionales, como por su despliegue territorial: 
las “intervenciones municipales”. Puestas en práctica desde el 14 de setiembre 
de 1973 —con el apartamiento, ilegal, del cargo del intendente de Colonia y su 
sustitución por un coronel del Ejército nacional— se decretaron a lo largo del 
país hasta el final de la dictadura4. Este abordaje permitirá, además, reconsiderar 
algunas interpretaciones, que se tornaron “clásicas”, como la periodización en 
tres etapas (comisarial, fundacional y transicional) de la última dictadura5.

Poder comprender las características de un régimen dictatorial requiere co-
nocer sus estrategias —entre las que las represivas, en diversas intensidades, fue-
ron permanentes, más no únicas—, preguntarse por las recepciones y considerar 
los elencos gubernamentales, y sus motivaciones. Max Weber, entre otros, advirtió 
que todo gobierno pretende tener legitimidad y asegurar su “dominación” sobre la 
ciudadanía; y Antonio Gramsci analizó (para otras experiencias) las relaciones en-
tre hegemonía, coacción, coerción y consenso6. En ese sentido, Phillipe Burrin afir-
mó que, al igual que otras dictaduras, la ocupación nazi en Francia no se sostuvo 

“con la simple coerción”7. Por eso su obra se centró en analizar elementos básicos 
de la adaptación, ya que abarca “el sentimiento de su necesidad, el interés material, 
la complacencia personal, la convicción o la connivencia ideológica”8. En nociones 
como estas se centran los análisis de esta investigación9.

2	 Javier Correa Morales, “Centralización e intentos de restauración: las juntas de vecinos durante la dictadura”, 
en Magdalena Broquetas y Gerardo Caetano (coords.), Historia de los conservadores y las derechas en Uru-
guay. Guerra fría, reacción y dictadura (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2022), pp. 270-283.

3	 Véase: “Resultados de las elecciones nacionales y departamentales de 1971”, en: Corte Electoral. Es-
tadísticas [Enlace].

4	 En Uruguay, a diferencia de otros países, la Constitución no habilita al Poder Ejecutivo nacional a 
intervenir los gobiernos departamentales. Javier Correa Morales, “Legitimidad, apoyos y política militar 
en los gobiernos departamentales”, en Magdalena Broquetas y Gerardo Caetano (coords.), La dictadura 
civil militar en Uruguay. Nuevas perspectivas (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2025a), pp. 37-73.

5	 La periodización corresponde a Luis Eduardo González, “Transición y restauración democrática. 
Documento de trabajo 105” (Montevideo: CIESU, 1985). Fue retomada por Gerardo Caetano y José 
Rilla, Breve historia de la dictadura (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2005 [1987]).

6	 Max Weber, Economía y sociedad. Esbozo de sociología comprensiva (Ciudad de México: Fondo de Cultura 
Económica, 2002 [1922]). Antonio Gramsci, Antología (Buenos Aires: Siglo veintiuno editores, 2004 [1970]).

7	 Phillippe Burrin, Francia bajo la ocupación nazi, 1940-1944 (Barcelona: Paidós, 2004), p. 486.

8	 Ibidem, pp. 15-16.

9	 La opción por privilegiar este enfoque lleva a descartar otros, que podrían ser considerados para 
futuras investigaciones, como los de “autoritarismo subnacional”.

https://www.gub.uy/corte-electoral/datos-y-estadisticas/estadisticas/resultados-elecciones-nacionales-departamentales-1971
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Precisamente, la participación en regímenes autoritarios ha dado lugar a in-
tensos debates, algunos aún no resueltos, pese a la abundante literatura sobre el 
tema10. En cierta medida, la dificultad mayor a la hora de abordar la temática es dar 
cuenta de la recepción de las estrategias, incluso en aquellas que, en apariencia, re-
sultan claras, como la disposición a aceptar cargos en el gobierno. La historiografía 
uruguaya ha desarrollado análisis que han permitido conocer, desde diversos ángu-
los y enfoques, la particular coyuntura que hizo posible el autogolpe de Estado11. En 
esos abordajes, el rol cada vez más protagónico de las Fuerzas Armadas en la con-
ducción estatal y las desavenencias dentro del sistema partidario suelen ser cen-
trales para explicar la disolución del Parlamento en la madrugada del 27 de junio.

Sin embargo, las investigaciones sobre el período, por lo general, no han pres-
tado atención a estrategias oficiales complementarias, como la clausura de los otros 
órganos legislativos —las juntas departamentales— que, por mandato constitucional, 
tenían como una de sus tareas el contralor de sus respectivos órganos ejecutivos y 
que, por su propia integración, representaban distintos sectores partidarios y so-
ciales. En ese sentido, la decisión ampliamente mayoritaria de los intendentes debe 
interpretarse como una política en búsqueda de legitimidad y consensos exitosas. 
Tras las elecciones de 1971, ellos representaban a la ciudadanía y a sus partidos a 
nivel departamental. Por ende, le permitieron gobernar sin mayores contratiempos. 
Por otra parte, como se verá en el último apartado, durante la dictadura hubo otras 
personas, integrantes del PC y PN, que aceptaron integrar los ejecutivos departa-
mentales, incluso en coyunturas en las que los rechazos se generalizaron.

Todo eso hace que el análisis propuesto permita conocer las actitudes de un 
grupo de políticos que decidió —en distintos momentos— formar parte del régi-
men, sin que ello haya significado un apoyo explícito a todos los procedimientos 
oficiales (sobre todo los criminales y económicos), o que sus compartimientos 
no experimentaran cambios y contradicciones con el correr de los años. Como 
sugiere Burrin, es preciso distinguir, aún entre las personas que se “adaptaron”, a 
quienes lo hicieron para optar por el “mal menor, pagado frecuentemente con el 
compromiso”, de otras, como las consideradas en este artículo, cuya adaptación 
fue elegida, voluntaria y caracterizada por la “complacencia”12. Por último, es preciso 

10	 Por motivos de espacio no se desarrollarán aquí análisis profundos sobre los abordajes y discusiones 
teóricas referidas a los consensos y las actitudes sociales bajo regímenes autoritarios. De todos modos, 
pueden consultarse, entre otras obras: Claudio Hernández Burgos, Franquismo a ras del suelo. Zonas grises, 
apoyos sociales y actitudes durante la dictadura (1936-1976) (Granada: Universidad de Granada, 2013), pp. 
17-35; Daniel Lvovich, “Actitudes sociales y dictaduras: las historiografías española y argentina en pers-
pectiva comparada”, en Gabriela Águila y Luciano Alonso (coords.), Procesos represivos y actitudes sociales. 
Entre la España franquista y las dictaduras del Cono Sur (Buenos Aires: Prometeo, 2013), pp. 123-146; y, con 
énfasis en el caso uruguayo: Javier Correa Morales, Lo hicimos ayer, hoy y lo seguiremos haciendo. Autorita-
rismo civil militar en dictadura. Durazno, 1973-1980 (Montevideo: Editorial Fin de Siglo, 2018), pp. 24-27.

11	 Para profundizar, véase: Vania Markarian, “Balance y novedades de la historiografía uruguaya a 
cincuenta años del golpe de Estado de 1973”, Nuevo Mundo Mundos Nuevos (2024).

12	 Phillippe Burrin, op. cit., 2004, pp. 13-15.
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considerar que quienes ocuparon estos y otros cargos similares se diferencian, ana-
líticamente, principalmente de aquellos que no formaron parte del régimen, pero 
que, con distintas intensidades y motivaciones, lo apoyaron13.

GOLPE DE ESTADO E INTENDENTES ELECTOS (1973)

Tras la confirmación del golpe de Estado comenzaron a emitirse comunicados 
oficiales. No estaba claro si lo que se pretendía, al clausurar los parlamentos, era 
convocar a nuevas elecciones con personas y partidos proscriptos. Las descrip-
ciones y análisis de aquellos momentos suelen concentrarse en las restricciones a 
la prensa oficializadas en el correr del día 27, los discursos opositores en el Par-
lamento de la noche previa, las renuncias posteriores de miembros del gabinete 
y la huelga general de quince días realizada por los sindicatos de la Convención 
Nacional de Trabajadores (CNT). En contrapartida, sobre los diversos apoyos al 
golpe de Estado la literatura académica ha tenido un desarrollo menor. 

Dentro de las actitudes favorables, la de los 18 intendentes que aceptaron 
permanecer en sus cargos se destaca por varios motivos. Uno de los principales 
es la pertenencia partidaria ya que ocupaban sus cargos en representación del PC 
o PN, al igual que los ediles. Otro de los motivos es que solo renunció el de Rocha: 
se supo el 29 de junio14. Lo hizo oficial un comunicado del Ministerio del Interior 
que reconocía que la decisión fue tomada tras la disolución de las juntas depar-
tamentales15. La prensa de circulación nacional que había evitado la censura no 
informó sobre el caso16. 

En paralelo, Bordaberry tuvo la primera reunión con Oscar Rachetti, inten-
dente de Montevideo (de su partido y sector), quien cumplía funciones de coordi-
nador del Congreso Nacional de Intendentes. Dos días después, volvieron a reu-
nirse para hablar de la “normalidad vigente” en la “Intendencia de Montevideo”. 
También abordaron el tema de las juntas de vecinos: “todavía debían instrumen-
tarse las normas de su funcionamiento y constitución”17.

13	 Véase, entre otros: Daniel Lvovich, “Los que apoyaron. Reflexiones y nuevas evidencias sobre el apoyo 
difuso a la dictadura militar en su primera etapa (1976-1978)”, Anuario IEHS 35 (2), 2020, pp. 125-142.

14	 Amaral integraba las listas nº 5 y 897. Para que el cargo quedara vacante, renunciaron también sus 
suplentes: Orlando Mesías, Ángel Rocca López, Irma S. de Otamendi y Bernardo Ventura. En consecuencia, 
el Poder Ejecutivo nacional nombró “intendente interino” (ese cargo no existía en la Constitución), al 
jefe de Policía, coronel Alfonso Feola.

15	 “Siguen en sus cargos quince Intendentes. Comunicado del Ministerio del Interior”, El Heraldo, 29 de 
junio de 1973, p. 1.

16	 Sí lo hizo un periódico de circulación departamental: “Se alejó el intendente” y “Dr. Mario Anza 
Vigliola”, El Este, 2 de julio de 1973, p. 1.

17	 “Rachetti: Absoluta normalidad en la intendencia capitalina”, La Mañana, 3 de julio de 1973, p. 4.
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Es preciso señalar las diferencias entre las coberturas de la renuncia de Amaral 
—que intentó ocultarse— con las de la reunión que, durante la primera semana 
de julio, hubo entre Bordaberry, los intendentes y otras autoridades nacionales. 
Allí se acordaron cuestiones relevantes, pero sobre todo se trató de una estrategia 
para reafirmar la legitimidad buscada por el régimen. Las noticias daban cuenta 
de ello e incluso se publicaron fotografías que mostraban al titular del Poder Eje-
cutivo en una mesa de trabajo rodeado de los jerarcas municipales18.

La Mañana, uno de los medios que solía actuar como vocero oficial, afir-
mó que en pocos días “quedará constituida la Junta de Vecinos de Montevideo 
y sucesivamente se habrá de integrar también las 18 juntas del interior de la 
República”19. La idea era mostrar, al menos, dos asuntos: que el nuevo funcio-
namiento institucional estaba en marcha —dos días después de finalizada la 
huelga general—, y que la “República” seguía gobernada por un presidente, los 
ministros designados y los intendentes20. Tras la reunión del 11 de julio dijo 
que Bordaberry aseguró mantener los recursos, la asistencia financiera, y “la 
disposición de un importante auxilio a fin de contemplar las necesidades de 
maquinaria y repuestos para las intendencias”21.

Otra noticia que trascendió tras la reunión fue que el intendente de San 
José (Milton Pianzzola) se encargaría de hablar con Amaral para que retirara su 
renuncia22. Días después, el órgano de prensa oficial del Movimiento Nacional de 
Rocha (PN), que estaba clausurado desde el golpe de Estado, publicó una extensa 
carta del exintendente en la que confirmaba la reunión con Pianzzola, relataba 
presiones y negociaciones, con Rachetti y otras autoridades nacionales, y reafir-
maba su decisión ya que, entendía: “la política exige conductas, exige principios, 
exige sacrificios […] mantengo mi conducta y mis principios que son los que dieron 
origen al Movimiento Nacional de Rocha”23.

Estos dos tipos de actitudes —las de Amaral y los miembros de su agrupación, 
por un lado, y la de los 18 intendentes, por otro— permiten visualizar, al menos, 
tres asuntos. El primero, dar cuenta del rol destacado que comenzó a tener Rachetti, 
ya que en tres días mantuvo dos reuniones con Bordaberry y, tras finalizarlas, se 
concretaron los decretos que pondrían en marcha una nueva estrategia de legiti-

18	 Por ejemplo: “Inminente nombramientos de las Juntas de Vecinos”, Ahora, 12 de julio de 1973, p. 4; 
“Bordaberry recibió a los intendentes”, Aquí Está, 13 de julio de 1973, p. 1.

19	 “Este mes quedará constituida la Junta de Vecinos de Montevideo”, La Mañana, 12 de julio de 1973, p. 4.

20	 El Gabinete quedó completo en los días previos, cuando asumieron cuatro ministros. “Tomaron posesión 
de sus cargos los nuevos ministros”, Claridad, 12 de julio de 1973, p. 2. La huelga general decretada por la 
Convención Nacional de Trabajadores (CNT) el día del golpe de Estado se mantuvo hasta el 11 de julio. 
Véase: Álvaro Rico (coord.), 15 días que estremecieron al Uruguay. Golpe de Estado y huelga general. 27 de 
junio-11 de julio de 1973 (Montevideo: Editorial Fin de Siglo, 2005).

21	 “Este mes quedará constituida la Junta de Vecinos de Montevideo”, La Mañana, 12 de julio de 1973, p. 4.

22	 “Gestionan retiro de la renuncia del Intendente de Rocha”, El Heraldo, 14 de julio de 1973, p. 3.

23	 “Respuesta al Congreso de Intendentes”, El Civismo, 25 de julio de 1973, pp. 1 y 4.
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mación a través de una institucionalidad dictatorial, presentada como republicana. 
El segundo, considerar la actitud de los intendentes: aceptaron no solo esas impo-
siciones, también comenzaron a actuar como representantes del Poder Ejecutivo 
al decidir colaborar —luego de una reunión a la que los convocó Bordaberry el 11 
de julio— activamente con el armado de las listas de vecinos candidatos a integrar 
las nuevas Juntas24. El tercer punto, mostrar cómo el gobierno nacional utilizó la 
actitud favorable de los 18 jerarcas para “aparentar normalidad” (noción clave para 
la búsqueda de consensos) y, de ese modo, legitimar sus actos contravencionales25.

ENSAYOS DE GESTIÓN “CIVIL” Y MILITAR EN LOS DEPARTAMENTOS (1973)

Con la instalación definitiva de las juntas de vecinos (en Montevideo, primero, el 
14 de agosto, y en los restantes departamentos en los días siguientes) comenzó una 
nueva etapa en la particular institucionalidad golpista: los intendentes electos go-
bernaron junto a legisladores designados por el titular de Poder Ejecutivo 
nacional. Otro hito importante del “nuevo gobierno” en marcha se dio hacia fin de 
mes: junto a su flamante gabinete ministerial y las jerarquías de las Fuerzas Arma-
das, Bordaberry participó del primer cónclave gubernamental —en el departamen-
to de Rocha— que generó, entre otras cuestiones, trascendidos sobre el gobierno 
departamental de Colonia y su posible “intervención”26.

En dicha reunión se reforzó lo anunciado la semana anterior con la aproba-
ción oficial del “Plan Extraordinario de Obras Públicas”. Según la prensa, desti-
naba una suma muy significativa de dinero a los departamentos27. Lo paradójico, 
en este caso, es que el “presidente” que anunciaba un “plan extraordinario” para 
mejorar la situación de los departamentos, era el mismo que antes del golpe de 
Estado y que, a su vez, ganó las elecciones de 1971 presentándose como el conti-
nuador de la gestión encabezada, desde marzo de 1967, por el presidente Óscar 
Gestido, primero, y por el vicepresidente Jorge Pacheco Areco después.

En tanto, el régimen, volvió a decidir sobre cuestiones trascendentes —y 
fuera de la Constitución— con relación a los gobiernos departamentales. El 14 
de setiembre apartó del cargo al intendente de Colonia, y decretó su intervención y 
la de Rocha28. Dos semanas después lo hizo en Maldonado, cuyo jerarca, Gilberto 

24	 Para conocer otras renuncias de miembros del PN en ese contexto, y las puestas en funcionamiento de 
las juntas de vecinos, véase: Javier Correa Morales, op. cit., 2025a.

25	 Cándida Calvo Vicente, “El concepto de consenso y su aplicación al estudio del régimen franquista”, 
Spagna Contemporánea 7, 1995, pp. 143-160.

26	 “Intervención Municipal: rumores circulantes y las opiniones de dos jerarcas”, La Colonia, 28 de agosto 
de 1973, p. 1.

27	 “Se acordaron de Durazno”, La Publicidad, 7 de setiembre de 1973, p. 5.

28	 “Intervienen con militares las comunas de Rocha y Colonia”, El Diario, 15 de setiembre de 1973, p. 4.
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Acosta Arteta, era una destacada figura del PC29. Si bien los intendentes apartados 
tenían en su contra denuncias que la prensa solía publicar, sobre todo antes del gol-
pe de Estado, la decisión debería llamar la atención pues recién se habían instalado 
las juntas de vecinos y porque ambos pertenecían a sectores partidarios que, salvo 
excepciones, apoyaban a Bordaberry, como hicieron ellos mismos desde el 27 de 
junio30. En cuanto a lo institucional, las disposiciones decretadas inauguraron una 
nueva etapa caracterizada, en este caso, por la intromisión directa del Poder Ejecu-
tivo Nacional y el Ejército en los gobiernos departamentales. A partir de entonces, 
hubo “intendencias” intervenidas y administradas por un coronel y con legislado-
res designados por fuera de lo previsto constitucionalmente.

En los meses siguientes el régimen pareció consolidarse: organizó el segundo 
cónclave y dispuso nuevas intervenciones, entre las que se destacó la de la Universi-
dad de la República, a fines octubre, y la disolución de varios partidos de izquierda, a 
fines del mes siguiente31. El 7 de diciembre convocó, sorpresivamente, a los 19 inten-
dentes para un nuevo cónclave en el que se les transmitieron medidas trascendentes. 
Fue en Paso de los Toros, departamento de Tacuarembó. Allí se fijaron criterios ge-
nerales y uniformes para todos los gobiernos departamentales en lo relativo al pre-
supuesto, impuestos, financiamiento del déficit y equipamiento. El objetivo plantea-
do fue el de “coordinar y racionalizar” su labor para que se “ajustara” a la política de 
desarrollo del gobierno central. Bordaberry dijo, antes de comenzar la reunión, que 
el “sistema municipal” carecía de organización y eso lo dejaba fuera del “esfuerzo de 
renovación” que impulsaba el Poder Ejecutivo. Además, hizo hincapié en “defectos 
importantes […] consecuencia de la falta de evolución institucional del país32.

29	 Andrés Noguez Reyes, San Carlos bajo la dictadura (1973-1985) (Montevideo: Ediciones Trilce, 2013), 
pp. 69-73.

30	 En el PC, el sector mayoritario, Unión Nacional Reeleccionista, conducido por Pacheco y Bordaberry, 
respaldó, salvo excepciones personales, el golpe de Estado. Hubo otros sectores, como la Lista 15 que 
se pronunciaron en contra y promovieron la renuncia de sus ministros, pero no la de sus intendentes. 
Dentro del PN, la corriente “wilsonista”, mayoritaria y liderada por Wilson Ferreira Aldunate y Carlos 
Julio Pereyra (del Movimiento Nacional de Rocha), también se opuso enfáticamente al golpe de Estado, 
aunque solo uno de los siete intendentes electos en su representación renunció. Los grupos herre-
ristas, el otro gran bloque del PN, estaban divididos respecto a los apoyos a Bordaberry y las cúpulas 
militares. Salvo excepciones, sus dirigentes nacionales se expresaron a favor. Los siete intendentes 
electos (entre ellos el de Colonia) aceptaron continuar en sus cargos. Véase, además de las obras ya 
señaladas: Silvia Dutrénit Bielous, “Del centro al centro político”, en Silvia Dutrénit Bielous (coord.), 
Diversidad partidaria y dictaduras: Argentina, Brasil y Uruguay (ciudad de México: Instituto Mora, 1996), 
pp. 235-317; Carlos Demasi, “La evolución del campo político en la dictadura”, en Carlos Demasi et 
al, La dictadura Cívico-Militar. Uruguay 1973-1985 (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2009), 
pp. 15-116; Marcos Rey, Pacheco y el pachequismo. Anticomunismo y democracia restrictiva en el Uruguay 
del autoritarismo y la dictadura (1972-1985). (Montevideo: Universidad de la República, 2023  Javier Correa 
Morales, Dictadura, reconfiguración institucional y actitudes sociales en Colonia y Durazno, Uruguay (1973-
1985) (Montevideo: Universidad de la República, 2025b), Tesis de doctorado.

31	 “Asociaciones Ilícitas. Partidos Políticos. Diarios. Disolución. Clausura”, en: Diario Oficial, 10 de 
diciembre de 1973, pp. 441B-443A. [Enlace].

32	 “Reformas constitucionales y legales para coordinación de los Municipios”, El Diario, 8 de diciembre 
de 1973, p. 4.

https://www.impo.com.uy/diariooficial/1973/08/24/
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Más adelante afirmó que el constante “auxilio” que daba el gobierno cen-
tral a “las intendencias” limitaba indirectamente su autonomía. Entonces, debían, 
con la legislación adecuada, lograr autofinanciamiento y contribuir a impulsar fir-
memente el desarrollo nacional33. Con esas pautas sesionó el cónclave. Según la 
prensa, “prácticamente todos los intendentes” apoyaron la “gestión del gobierno 
y el concepto de que comparten la coordinación planteada”34. En concreto, el go-
bierno central le impuso a los departamentales distintas reglas para que lograran 
autofinanciarse; el “objetivo final” era la “institucionalización de todo”. A eso se 
llegaría con “reformas legales e incluso Constitucionales”35.

La “propuesta” recibió un apoyo inmediato, pese a que la gran mayoría de 
los intendentes reclamaban, desde antes del golpe de Estado, más recursos para 
afrontar deudas y proyectos. Las pautas indicadas en Paso de los Toros supusieron 
la “extinción de los subsidios por parte del gobierno central”, pero eso —para 
Bordaberry, los intendentes y los órganos de prensa afines— significaba “conso-
lidar aún más la autonomía de las Intendencias, al eliminar la dependencia del 
auxilio permanente”36. La retórica oficial era intencionalmente confusa, no obs-
tante, “autofinanciarse” implicaba reducir gastos y aumentar ingresos. Los jerar-
cas municipales dieron un paso, desde la complacencia a la adhesión, al asumir los 
costos políticos, una nueva intromisión del gobierno nacional, y hacer pública una 
declaración trascendente, firmada por los 19, resumida en cuatro puntos. Rachetti 
la leyó en público:

1.	 Determinación de una política coordinada de los gobiernos departamentales, 
con el gobierno central, abarcando las principales funciones, económicas, 
administrativas, financieras, sociales y culturales de su competencia, con la 
finalidad de lograr mediante una acción eficiente, las obras y servicios progra-
mados, en directo beneficio de los Municipales.

2.	 Que de esa coordinación resulta también consolidado el principio de auto-
nomía que rige las actividades departamentales dentro del ámbito mayor del 
Estado, donde actúa asimismo el gobierno central.

3.	 Los Intendentes Municipales, comprometieron su apoyo a la instrumen-
tación jurídica, mediante la sanción de las normas Constitucionales y le-
gales que reafirmen el sistema permanente, coherente y eficaz perseguido 
por los esfuerzos mancomunados del gobierno central y los gobiernos de-
partamentales.

33	 Ibidem.

34	 “Reforma constitucional y legal acordaron en Paso de los Toros para coordinación de comunas”, 
La Mañana, 8 de diciembre de 1973, p. 1.

35	 “Los intendentes municipales apoyaron los propósitos de obtener autofinanciamiento de sus presupuestos”, 
La Mañana, 8 de diciembre de 1973, p. 4.

36	 Ibidem.
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4.	 El apoyo decidido del gobierno central, para permitir el desarrollo de los de-
partamentos dentro de los principios mencionados, así como la solución de 
problemas de equipamiento, inversiones y finalmente que reclama el concur-
so de las autoridades nacionales37.

El documento transmitía la idea de autonomías fortalecidas, y trabajo en conjunto 
entre intendentes, Poder Ejecutivo y Junta de Comandantes en Jefe de las Fuerzas 
Armadas. Adolfo Aguirre González, sostuvo desde las páginas de Marcha, que, 
aunque que se negara, lo resuelto era una “abolición lisa y llana de las autono-
mías departamentales y locales”: en lo presupuestal, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP) “órgano ajeno a los gobiernos departamentales”, ejecutaría el 
control. Lo mismo harían la Oficina Nacional del Servicio Civil y el Tribunal de 
Cuentas; las inversiones, en tanto, serían coordinadas por el Ministerio de Obras 
Públicas; los impuestos estarían condicionados a “valores, tasas, topes y prohibi-
ciones que establezca el gobierno nacional”38.

Lo decretado y aceptado por los intendentes en Paso de los Toros, en suma, 
abrió una nueva etapa en la institucionalidad del régimen. Para implementarla 
se celebró una extensa reunión entre altas autoridades políticas y Rachetti39. 
Una semana después —el 19 de diciembre— otro organismo institucional (e ilegal) 
que se había anunciado desde el 27 de junio, el Consejo de Estado, entró en fun-
ciones40. El presidente designado, Martín Echegoyen, era una figura destacada 
de los sectores herreristas del PN. Según Carlos Demasi, esa disposición (y no las 

“departamentales” anteriormente señaladas) fue un “gesto inaugural”, que no 
parecía marcar una ruptura decisiva porque lo presidía uno de los senadores cesados 
y en las barras había también exsenadores41.

Justamente, Bordaberry terminaba el año con una institucionalidad que re-
flejaba sus concepciones políticas, apoyándose para ello en proyectos antiguos que 
no se habían consolidado o puesto en práctica42. La publicidad oficial pregonaba 
la existencia de un gobierno demócrata acompañado de “civiles”, no ya políticos. 
El mandatario, en declaraciones realizadas a principios de julio sostuvo que era 
necesaria una reforma de la Constitución que atenuara el parlamentarismo y que 

37	 “Rachetti leyó declaración del Congreso de Intendentes”, La Mañana, 8 de diciembre de 1973, p. 4.

38	 “Los municipios maniatados”, Marcha, 14 de diciembre de 1973, pp. 6 y 22.

39	 “El acuerdo con Intendentes fue tratado hoy en Suárez. Comenzaron a instrumentar medidas para su 
aplicación”, El Diario, 10 de diciembre de 1973, p. 6.

40	 Pese a la relevancia del organismo, vigente, con modificaciones, hasta los días finales de la dictadura, 
no hay investigaciones académicas que se centren en él, ni las decenas de integrantes que permitieron 
su funcionamiento.

41	 Carlos Demasi, op. cit, 2009, p. 41.

42	 Véase Magdalena Broquetas, Ganar la guerra. Cultura, sociedad y política en el Uruguay autoritario, 1967-
1973 (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2024).
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modificara la organización municipal43. Tras cinco meses de gestión dictatorial 
había logrado sentar las bases necesarias y poner en práctica aquellas ideas, junto a 
intendentes, exintendentes y exparlamentarios que lo acompañaron en el gobierno 
y en las “tribunas”. Su retórica, que insistía con las diferentes crisis (económica, 
social, de fe) que vivía desde hacía años Uruguay, lograba, al parecer, su cometido. 
La estrategia discursiva omitía las responsabilidades de autoridades como él —un 
político que ocupó cargos partidarios representativos y ejecutivos en los últimos 
gobiernos— al trasladarlas a quienes “procuraron detener su actividad, con una 
finalidad disolvente, destruyendo y minando esa confianza”44.

FIN DE LA AUTONOMÍA Y FRACASOS POLÍTICOS (1974-1976)

En 1974 comenzaron las reuniones y los anuncios oficiales con el fin de que los go-
biernos departamentales adecuaran su funcionamiento a los mandatos aprobados. 
El Poder Ejecutivo fijó el 8 de marzo como plazo para que estudiaran y formularan 
sugerencias al anteproyecto de una nueva Ley Orgánica Municipal (la vigente se 
había aprobado en 1935). El documento no era público, pero según La Publicidad te-
nía “155 artículos, esencialmente técnicos, adecuados para funcionar con la Cons-
titución vigente”. No incluía “los problemas de carácter esencialmente políticos y/o 
institucionales”45. 

Semanas después el Congreso de Intendentes resolvió crear una Comisión 
para que redactara la propuesta. Se designó a cuatro integrantes, todos políticos 
y pertenecientes al PN: Bernachín, Burgos, Gutiérrez y Pianzzola46. El proceso 
continuaría ya que, una vez terminado su trabajo, debían presentar la propuesta 
ante la Comisión Técnica, que se encargaría de redactar el proyecto definitivo, 
para enviarlo al Poder Ejecutivo que, a su vez, lo elevaría al Consejo de Estado. 
Como puede verse, a pesar de los plazos perentorios impuestos, restaba aún bas-
tante tiempo para lograr una nueva ley (que, por otra parte, nunca se aprobó).

Al mismo tiempo, los jerarcas municipales se mostraron molestos por la 
insuficiencia de los recursos destinados: solicitaron mantener los subsidios 
“para hacer frente a la carga que soportan”47. Estos disgustos públicos dejan 
entrever al menos cuatro aspectos importantes. El primero, la precaria situa-
ción económica que, a pesar de los discursos, imperaba en el país. El segundo, 

43	 “No podemos negar que tenemos cierta actitud de simpatía con el régimen brasileño”, Ahora, 3 de julio 
de 1973, p. 4.

44	 “Reformas constitucionales y legales para coordinación de los Municipios”, El Diario, 8 de diciembre 
de 1973, p. 4.

45	 “Ley Orgánica Municipal”, La Publicidad, 8 de marzo de 1974, p. 7.

46	 “Ley Orgánica Municipal”, La Publicidad, 22 de marzo de 1974, p. 7.

47	 “Subsidios municipales”, La Publicidad, 22 de marzo de 1974, p. 10.
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la fragilidad presupuestal de las comunas, vigente al menos desde que asumie-
ron sus cargos democráticos los intendentes y Bordaberry. El tercero, que los 
graves problemas financieros poco tenían que ver con el funcionamiento de los 
legislativos —departamentales o nacionales— a los que las autoridades solían 
culpabilizar por la crisis. Cuarto, que los intendentes, pese a su apoyo, o tal vez 
por ello, podían manifestar ciertas críticas.

Precisamente, la sustitución de las juntas departamentales y las pautas 
“legales” aprobadas en Paso de los Toros no generaron los avances pregonados. 
Por el contrario, se profundizaron los enfrentamientos, por asuntos financieros, 
entre las autoridades económicas nacionales y algunos intendentes que, como 
todos, gobernaban con juntas de vecinos instaladas en agosto del año anterior. 

Por ejemplo, fueron intervenidos los gobiernos departamentales de Río 
Negro, Treinta y Tres y Florida. El primero, por las denuncias contra el intenden-
te que culminaron en su procesamiento. Los restantes, tras las renuncias de sus 
titulares por desavenencias administrativas con el gobierno nacional. Artigas y 
Soriano, en tanto, fueron intervenidos luego del fallecimiento de sus titulares. 
En todos los casos, el régimen implementó una medida que la Constitución no 
contemplaba, como sí lo hacía en otros países48.

Más allá de la situación de los departamentos, la gestión que encabezaba 
Bordaberry tuvo otros problemas y desencuentros políticos. El 12 de junio de 
1976 las cúpulas militares anunciaron que le habían quitado el apoyo, y que su 
lugar lo ocuparía Alberto Demicheli, un abogado colorado que había sido desig-
nado, en 1974, presidente del Consejo de Estado y vicepresidente del país, tras el 
fallecimiento de Martín Echegoyen49. Como presidente en ejercicio, Demicheli 
firmó los dos primeros actos institucionales (argumentos “jurídicos” con preten-
siones legales) de la dictadura: buscaron inaugurar una “nueva” institucionalidad, 
inspirada en el régimen brasileño, que desde abril de 1964 los utilizó como he-
rramienta legal.

En cuanto a sus contenidos, el Nº1 suspendió las elecciones que preveía la 
Constitución, basándose en el decreto del 27 de junio de 1973 que “consagraba” 
la “incompatibilidad de la paz social con el libre juego de los Partidos Políti-
cos”. No estableció una fecha para realizarlas50. El Nº2 consideraba, entre otras 
cuestiones, que el nuevo orden creado tras la disolución “constitucional” de las 
cámaras legislativas había sido “admitido pacíficamente en el plano nacional 
e internacional”, sostenía que la “agresión marxista” perturbaba aún, que es-
taba en riesgo la “paz social” y que eso imposibilitaba el “juego regular de los 

48	 Javier Correa Morales, op. cit., 2025b

49	 “Acontecimientos políticos”, La Publicidad, 18 de junio de 1976, p. 7.

50	 “Decreto Constitucional N°1/976. Acto Institucional Nº1 — suspensión de elecciones nacionales”, en: 
Diario Oficial. [Enlace].

https://www.impo.com.uy/bases/decreto-constitucional/1-1976
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Partidos Políticos”51. En consecuencia, dispuso la creación del Consejo de la 
Nación, otro organismo no previsto constitucionalmente: lo compondrían los 
miembros del Consejo de Estado y los de la Junta de Oficiales Generales. Su 
principal cometido era, en esa coyuntura, designar al nuevo presidente, a los 
futuros miembros del Consejo de Estado, y a otras autoridades52. Estos aspectos 
tampoco supusieron una novedad ya que eran manejados por altas autoridades 
desde el golpe de Estado.

Adicionalmente, mientras se ajustaban los procedimientos que culmina-
rían con la designación de Aparicio Méndez para el cargo de presidente (el 14 
de julio), el Ejército comenzó a proyectar un cambio trascendente en una de sus 
cuatro divisiones, la 2, comandada por el general Eduardo Zubía, quien cumplió 
un rol determinante en la designación de los interventores de Colonia, Florida y 
Soriano. En la segunda semana de agosto fueron convocados a su sede, en San 
José, los intendentes blancos de Durazno, Flores y San José. En la reunión acor-
daron que los jerarcas pondrían sus cargos a disposición. Fueron los únicos tres 
intendentes, en un total de once, que lo hicieron. Con esa decisión, la División 2 
del Ejército quedó gobernada, en su totalidad y a diferencia de las otras tres, solo 
por coroneles interventores53.

LEGALIZAR PRETENSIONES “FUNDACIONALES” (1976-1980)

El 1° de setiembre de 1976, los 19 gobiernos departamentales fueron intervenidos 
por el Poder Ejecutivo. Lo paradójico —y que, tal vez por eso, ha generado confu-
siones en abordajes historiográficos— fue que ocho de los nuevos interventores 
eran intendentes políticos que ejercían como tales desde antes del golpe de Estado 
de tres años atrás54. Los 19 titulares de los ejecutivos municipales fueron oficial-
mente designados como “intendentes municipales interventores” en Montevideo. 
Varios de ellos, sobre todo los políticos, declararon a la prensa su satisfacción y el 
optimismo con el que veían el nuevo período que comenzaba55. Con la disposición, 
se instituyó otro cargo no previsto en la Constitución, creado en setiembre de 1973. 
La diferencia fue que durante los tres primeros años lo ocuparon solo coroneles. 

Por otra parte, cuando Méndez asumió la titularidad del Poder Ejecuti-
vo, se concretaron e hicieron públicos dos actos institucionales que mostraron 
mayor continuidad que ruptura. El Nº3 anunciaba el comienzo de la revisión 

51	 “Decreto Constitucional N°2/976. Acto Institucional Nº2 — creación del Consejo de la Nación”, en: 
Diario Oficial. [Enlace].

52	 Ibidem.

53	 Javier Correa Morales, op. cit., 2018, pp. 76-79.

54	 Fueron los de Canelones, Cerro Largo, Lavalleja, Montevideo, Paysandú, Rivera, Salto y Tacuarembó.

55	 Javier Correa Morales, op. cit., 2018, pp. 78-80.

https://www.impo.com.uy/bases/decreto-constitucional/2-1976
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del régimen municipal, la renovación de los titulares de los órganos electivos y 
la intervención de los municipios. Tal como habían declarado en el cónclave de 
Paso de los Toros de diciembre de 1973, se esperaba la promulgación de una “Ley 
fundamental” y confirmaba que, a pesar de las intervenciones, los municipios 
mantendrían “la más alta autonomía técnica”56. Como se vio, la renovación de 

“intendentes” fue mínima (tres en diecinueve); las intervenciones, por otra parte, 
suprimían —desde setiembre de 1973— las potestades tributarias y sometían a 
la aprobación del Poder Ejecutivo el monto de las tasas y tarifas. En suma, fueron 
el antónimo de la autonomía, no la garantía.

En tanto, el Acto Institucional Nº4 comenzaba con una afirmación que res-
ponsabilizaba por “la situación creada” a “la subversión y la inercia de los Partidos 
Políticos”, que generaron “la descomposición institucional que diera origen al 
decreto del 27 de junio de 1973”57. Después expresaba, sustancialmente, ideas 
semejantes a las que Bordaberry hizo públicas desde julio de 1973: la suspensión 

“transitoria” de la actividad de los partidos y “poner fuera de la ley a las asociaciones 
marxistas, principales responsables de la situación creada”. Las coincidencias del 

“nuevo gobierno” con el anterior fueron varias. Entre ellas, las acusaciones a los 
marxistas y “políticos profesionales”, o la indefinición permanente sobre la fecha 
de las elecciones58.

Sí hubo un cambio en cuanto al ejercicio de derechos: fue explícita y más 
amplia aún, ya que prohibía por 15 años realizar “actividades políticas” a los can-
didatos a cargos electivos que integraron las listas para las elecciones de 1966 y 
1971 de los “Partidos o Grupos Políticos marxistas y promarxistas” y a quienes 
estuvieron asociadas electoralmente a ellas. Para los miembros de los “Partidos 
Tradicionales” se estipulaba lo mismo e incluía a los candidatos a presidente y 
vicepresidente en las elecciones señaladas; a las personas que ocuparon cargos por 
las cámaras legislativas en esas instancias, “salvo” las personas con “cargos polí-
ticos” en ese momento59. Se refería, sin explicitarlo, a los intendentes y miembros 
de las juntas de vecinos, entre otros.

Además, la prohibición alcanzaba a quienes fueron procesados por delitos 
de lesa nación y contra la Administración Pública cometidos durante el ejercicio 
de sus cargos políticos. Finalmente, disponía una “ventaja” para los proscritos 
de los “Partidos Tradicionales”: una “Comisión interpretativa” podía estudiar las 

56	 “Decreto Constitucional N°3/976. Acto Institucional Nº3, reestructura administrativa”, en: Diario Oficial. 
[Enlace].

57	 “Decreto Constitucional N°4/976. Acto Institucional Nº4, prohibición de partidos políticos y libertades 
públicas”, en: Diario Oficial. [Enlace].

58	 Ibidem.

59	 Ibidem.

https://www.impo.com.uy/bases/decreto-constitucional/3-1976/1
http://www.impo.com.uy/bases/decreto-constitucional/4-1976
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peticiones que realizaran, en los siguientes tres meses, aquellas personas —blan-
cas y coloradas— que quisieran volver a ejercer sus derechos suspendidos60. 

Después de todo, las disposiciones no establecieron, a pesar de su retórica, 
cambios tan profundos, al menos en la gestión de los gobiernos departamentales. 
Por otra parte, la “renovación” en los cuadros estatales no fue radical; a modo de 
ejemplo, Aparicio Méndez era ya un hombre del régimen (consejero de Estado) y 
con actuación previa en los gobiernos blancos de la década anterior; también la 
mayoría de los ministros; los “nuevos” integrantes de las juntas de vecinos (que 
fueron, prácticamente los mismos en todos los departamentos); y los ocho inten-
dentes que decidieron mantener sus cargos. Varios de ellos tenían una extensa 
y destacada trayectoria política en sus departamentos y partidos, pese a ello, el 
“nuevo” régimen los volvió a designar y, pese también a los ataques implícitos a 
sus partidos de los actos institucionales (que continuaron la pauta de fines de 
noviembre de 1973), resolvieron aceptar; otra vez.

Los diagnósticos estipulados en los actos institucionales, al igual que las 
proyecciones, no dieron los resultados políticos esperados por los dictadores. En 
los departamentos, por ejemplo, la crisis financiera se profundizó e implicó au-
mentos constantes en los tributos y renuncias colectivas en juntas de vecinos. 
En tanto, en agosto de 1977 un nuevo cónclave gubernamental, en Santa Teresa 
(departamento de Rocha), aprobó el “Plan Político Básico”. Establecía, a grandes 
rasgos, un “período transitorio” hasta 1981, año en el que se aprobaría un nuevo 
estatuto para partidos políticos “democráticos” —que excluía a los de izquierda— 
y se llamaría a elecciones con un solo candidato propuesto por los partidos, pero 
que debía ser aprobado por el Consejo de Seguridad Nacional (COSENA). A partir 
de entonces comenzaría otro período, de “normalización institucional”61. 

A mediados de 1980 comenzaron a difundirse los avances del proyecto 
constitucional que el gobierno plebiscitaría el 30 de noviembre de 198062. Si bien 
la idea se manejaba desde que Bordaberry encabezó el golpe de Estado, fue en el 
Acto Institucional Nº2 que se definieron las instituciones estatales encargadas y 
sus etapas. La apabullante campaña publicitaria oficial no hizo hincapié en los 
contenidos. Eso, posiblemente, explique por qué el proyecto final se dio a conocer 
recién a principios de noviembre. Por otra parte, ni sus promotores ni sus críti-
cos solían centrar sus argumentos en lo que establecía la Constitución propuesta 

60	 Ibidem.

61	 Para conocer una reconstrucción historiográfica actualizada y la participación de diferentes políticos, 
sobre todo pachequistas, en la elaboración, discusión y promoción del proyecto de reforma consti-
tucional, así como los contactos entablados desde el régimen con opositores, véase: Marcos Rey, op. cit, 
2023, pp. 133-163.

62	 Véase, entre otros: Carlos Demasi, op. cit., 2009; Cristina Torres y François Lerin, Historia política de la 
dictadura uruguaya. 1973-1980 (Montevideo: Editorial Nuevo Mundo, 1987); Daniel Corbo, El Plebiscito 
Constitucional de 1980. La derrota del proyecto militar para legitimar un régimen autoritario (Montevideo: 
Puerta del Sur, 2006).
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sobre los gobiernos departamentales. Además, no existen investigaciones que 
analicen ese aspecto. Entonces, una lectura detallada y un análisis con perspec-
tiva histórica de los contenidos centrados en las “administraciones municipales” 
(en la Sección XVII, desde el artículo 207 al 235) puede brindar herramientas 

—aún no tenidas en cuenta— para comprender, por un lado, los resultados y, por 
otro, qué alcances fundacionales hubo en este terreno63.

En primer lugar, el proyecto constitucional establecía que cada gobierno 
departamental sería ejercido por un intendente y una Junta Departamental, a 
la que restituía. Sin embargo, pese a que establecía “la más amplia autonomía 
técnica” de las administraciones, estas tenían que ser compatibles con la “unidad 
administrativa y gubernativa de la Nación” [art. 207]. En concreto: se mantenía 
la intervención —estratégicamente omitida en el texto— establecida en el Acto 
Institucional Nº3 de setiembre de 1976, pero que comenzó a desarrollarse en el 
mismo mes de 1973, en Colonia, Rocha y Maldonado. En segundo lugar, preveía 
una futura “Ley Orgánica de las Administraciones Departamentales” que debía 
ser aprobada por las dos cámaras legislativas, pero no establecía cuándo, ni cómo 
se haría [art. 207]. Habían pasado seis años desde que, a mediados de marzo de 
1974, el Congreso de Intendentes tuvo que estudiar su implementación, y cua-
tro desde que se dispuso eso mismo en el Acto Institucional N°3. En este caso, 
tampoco se trataba de un proyecto fundacional ya que Bordaberry, una semana 
después del golpe de Estado, sostuvo públicamente que una de las reformas “que 
exige la Constitución es sobre la organización municipal” y así quedó establecido 
en el cónclave de Paso de los Toros de diciembre de 197364.

En cuanto a las juntas departamentales, su integración tenía un cambio 
significativo en el proyecto: el texto proponía que sus integrantes fueran quince 
en Montevideo y nueve en los restantes departamentos. Si bien marcaba que 
la futura Ley Orgánica podría establecer cambios en la cantidad de ediles de 
algunos departamentos, además de reafirmar la homogeneización clásica de “el 
interior”, se proponía una reducción drástica en el número de representantes, 
sin brindar fundamentos [art. 208]. Aunque pasado por alto, el argumento detrás 
de la disposición era el de la inutilidad del legislativo departamental, ya sea por 
sus costos o por su (supuesta) lentitud.

Este punto, central a la hora de comprender los rechazos que generó el pro-
yecto, no era abordado en las conferencias oficiales; tampoco preguntado por 
periodistas; ni criticado públicamente por opositores, quienes centraban su 
discurso, referido a “las intendencias” en la vigencia de la intervención que 

63	 Dirección Nacional de Relaciones Públicas, La Nueva Constitución, en Helvecia, 7 de noviembre de 1980 
[suplemento especial, sin número de páginas].

64	 “Bordaberry: `No podemos negar que tenemos cierta actitud de simpatía con el régimen brasileño´”, 
Ahora, 3 de julio de 1973, p. 4.
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establecía el artículo 20765. En cuanto a los aspectos formales que indicaban 
quiénes podían ser electos, el proyecto no presentó innovaciones “fundantes”: 
eran los mismos que los de la Constitución de 1967.

Por otro lado, los candidatos a intendente debían estar radicados en el de-
partamento desde cinco años antes de la fecha de la elección [art. 211]. Esa dispo-
sición contradecía las disposiciones del régimen, pues era el ministro del Interior 
de turno quien designaba coroneles como jerarcas municipales que, en la mayoría 
prácticamente absoluta de los casos, vivían en otros lugares, y por lo general, no 
tenían relación con el departamento que debían gobernar.

Otra contradicción, entre los criterios que empleaba la dictadura y los que 
proponía en el texto, fue el mecanismo para ocupar el cargo de intendente en 
caso de quedar vacante. Tal como establecía la Constitución anterior, se debía 
apelar a la lista de suplentes, que eran cuatro, y si —llegado el caso— ninguno de 
ellos podía, le correspondía al presidente de la Junta Departamental ocuparlo [art. 
212]. Aun cuando las juntas departamentales fueron clausuradas el 27 de junio de 
1973, desde agosto de ese año existieron juntas de vecinos que fueron decretadas 
como sus sustitutas. Empero, salvo excepciones, cada vez que renunció, falleció 
o se expulsó a un intendente, militar o político, el Poder Ejecutivo designó a otro: 
no recurrió a las pautas constitucionales que en 1980 afirmaba.

Finalmente, la disposición general de que se debía presentar un solo can-
didato por partido habilitado, las dudas sobre el proceso de selección de quiénes 
podían aspirar a ser intendentes o ediles —porque se mantenía la vigencia del Acto 
Institucional Nº4— mostraban cierta improvisación y creaban un clima de incerti-
dumbre que no generó demasiado entusiasmo con el proyecto en sí. Tal vez por eso, 
la millonaria campaña publicitaria no abordaba sus contenidos, sino que insistía 
en no “volver al pasado” y en los peligros del comunismo y la subversión. Para los 
gobiernos departamentales, en suma, el proyecto de Constitución era restrictivo y 
contradictorio en sus disposiciones y alegatos. Como corolario, estipulaba un régi-
men de intervención que desde que se puso en marcha no había dado los resultados 
augurados y publicitados.

DERROTA INSTITUCIONAL Y APOYOS A UN RÉGIMEN EN CRISIS (1980-1984)

Las decenas de actos oficiales desarrollados para promocionar la nueva Cons-
titución, las persecuciones, la generación de noticias falsas y la arrolladora 
campaña por el SI, no fueron suficientes: el proyecto oficialista fue derrotado. 
El NO triunfó en once departamentos, alcanzó el 57, 21% de los votos, contra el 

65	 Daniel Corbo estudió detalladamente las vicisitudes y contenidos del proyecto, sin embargo, como las 
restantes investigaciones sobre el tema, no se detuvo en estos aspectos. Véase, por caso, su análisis del 
mismo artículo en: Daniel Corbo, op. cit., 2006, p. 117.
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42,79% del SI66. Hubo departamentos, con administraciones “cívico-militares” 
prolongadas —y según los medios de prensa de la época, exitosas— en los que 
la ciudadanía que pudo votar lo hizo, mayoritariamente, en contra del proyecto 
que defendían los interventores.

Los inesperados resultados del plebiscito no terminaron con el régimen. Sus 
gobernantes demoraron en expresarse, las autoridades partidarias que podían ma-
nifestar sus opiniones tampoco lo hicieron con sistematicidad. Al año siguiente, 
tras cinco meses de oficializados los resultados, la Comisión de Asuntos Políticos 
(COMASPO) de las Fuerzas Armadas convocó a “los partidos políticos” para reto-
mar el diálogo sobre el futuro gobierno de transición67. 

En tanto, las cúpulas castrenses eligieron, por primera vez desde que comen-
zó la dictadura, a un militar, retirado, del Ejército: Gregorio Álvarez68. Días después 
se anunció que todos los ejecutivos departamentales pasarían a ser gobernados por 
militares69. Hasta entonces, cinco intendentes (tres colorados y dos blancos) conti-
nuaban gobernando —como interventores— en Canelones, Montevideo, Paysandú, 
Rivera y Tacuarembó.

La derrota de noviembre de 1980, entonces, permitió una mayor actividad 
partidaria, aunque aún restringida (para blancos, colorados y cívicos) y pro-
hibida para izquierdistas. Una de las medidas que mostraron que el régimen 
buscaba tejer alianzas políticas fue la designación de 18 blancos y colorados 
para integrar el Consejo de Estado, en agosto de 1981. Cinco de ellos, se des-
empeñaban como interventores departamentales (Burgos, de Cerro Largo, ha-
bía renunciado a principios de año). Rachetti, aceptó seguir en el cargo que 
ocupaba desde 1969 en el gobierno departamental de Montevideo70. En esta 
última oportunidad, a diferencia de las anteriores, varios dirigentes de aquellos 
partidos —que habían ganado protagonismo público desde los meses previos 
al plebiscito de noviembre de 1980, por su campaña opositora al proyecto— 
manifestaron su rechazo a la decisión de sus correligionarios quienes, al tiempo 
que reafirmaban su pertenencia partidaria, reconocían que lo hacían a título 
personal. En todo caso, la innovación estuvo en su reconocimiento oficial, que 
reforzó, de alguna manera, el silenciamiento sobre la participación de políticos 

66	 Véase, entre otros: Jorge Marius, Elecciones uruguayas 1980-2003 (Montevideo: Fundación Konrad 
Adenauer Uruguay, 2004), p. 27.

67	 Una explicación detallada sobre los grupos, sectores y personas (del PC, PN y Unión Cívica) que 
participaron de las instancias en: “Panorama político frente al diálogo”, El Correo de los Viernes, 24 
de julio de 1981, p. 18.

68	 Para profundizar, véase: Carlos Demasi, El Uruguay en transición (1981-1985). El sinuoso camino hacia la 
democracia (Montevideo: Ediciones de la Banda Oriental, 2022).

69	 “Raimúndez: principal problema el económico; hay desalentados”, La Mañana, 3 de agosto de 1981, p. 2.

70	 “Declaraciones” y “35 miembros para la unanimidad”, El Correo de los Viernes, 17 de julio y 21 de agosto 
de 1981, pp. 19 y 32, respectivamente.
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desde 1973 y las contradicciones oficiales, ya que el Acto Institucional Nº4, que 
incluía quita de derechos políticos, seguía vigente71.

Pese a la presidencia de un militar (Álvarez), y los cambios en las integraciones 
en el gobierno nacional y departamentales, el régimen continuó sin solucionar la 
crisis económica que, por el contrario, se profundizaba. En las elecciones internas 
para partidos habilitados de noviembre de 1982 hubo un sustantivo respaldo a los 
sectores que habían hecho campaña contra el régimen. Al año siguiente, las cúpulas 
de las Fuerzas Armadas, profundamente divididas, propiciaron un “diálogo” con 
representantes de los partidos habilitados. No hubo acuerdos (tampoco a las inter-
nas de los partidos), las prácticas represivas estatales se mantuvieron y, pese a ellas, 
las manifestaciones contrarias al gobierno aumentaron. En ese contexto y ya con 
las elecciones nacionales y departamentales anunciadas para noviembre de 1984, 
volvieron a designarse —como en setiembre de 1976— “intendentes interventores” 
que integraban los partidos Colorado y Nacional. Si bien se anunció que todos los 
departamentos serían gobernados por “civiles” —lo que marca la importancia, en 
este caso electoral, de “las intendencias”— la estrategia se concretó en diez72. 

Hacia finales de la dictadura, las oposiciones y los fundamentos “republica-
nos” se generalizaron y las adhesiones y apoyos al régimen se diluyeron y dejaron 
de considerarse —como había pasado desde 1981— en la campaña electoral. 
El triunfo correspondió al PC y, dentro de él, a la fórmula Sanguinetti-Tarigo. 
En el PN, su líder, Wilson Ferreira Aldunate, no pudo ser candidato, igual que 
Liber Seregni en el Frente Amplio73. 

En cuanto a los intendentes interventores designados desde 1983, triun-
faron Juan Chiruchi (PN) en San José y Walter Belvisi (PC) en Paysandú. En los 
restantes departamentos fueron electos políticos de sectores que reafirmaron su 
carácter de opositores a la dictadura durante la campaña, salvo en Rocha, donde 
Adauto Puñales, del sector que lideraba Pacheco, resultó ganador.

CONCLUSIONES

Las elecciones, con candidatos y personas proscritas, presas por motivos polí-
ticos y fuera del país, abrieron, sin embargo, una nueva etapa institucional, que 
comenzó entre febrero y marzo de 1985. A nivel departamental las reconfigura-
ciones decretadas desde el 27 de junio de 1973 quedaron sin efecto jurídico: las 
experiencias de gestión “cívico militares” y centralizadas no dieron el resultado 
esperado por sus impulsores. Como se vio a lo largo del artículo, hubo al menos 

71	 Javier Correa Morales, op. cit., 2025b.

72	 Ibidem.

73	 “Resultados de las elecciones nacionales y departamentales de 1984”, en: Corte Electoral. Estadísticas 
[Enlace].

https://www.gub.uy/corte-electoral/datos-y-estadisticas/estadisticas/resultados-elecciones-nacionales-departamentales-1984
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siete “momentos” combinados en las administraciones departamentales: desde 
27 de junio a la instalación de las juntas de vecinos, en agosto del mismo año; a 
partir de entonces y hasta las primeras intervenciones, un mes después; desde 
allí a diciembre, cuando se establecieron (y aceptaron unánimemente) las “pau-
tas de Paso de los Toros. El siguiente período fue más largo, con intervenciones 
sucesivas. El quinto momento se inició en setiembre de 1976, con las 19 interven-
ciones (encabezadas por once coroneles y ocho “civiles”); el sexto, desde agosto 
de 1981, cuando salvo el de Montevideo, todos los interventores fueron coroneles. 
Finalmente, el séptimo (a partir de noviembre de 1983) volvió a combinar, como 
el quinto, interventores militares y “civiles”.

Esas estrategias para gobernar de forma autoritaria contaron con respaldos, 
adaptaciones, complacencias y adhesiones, que permitieron hacerlo durante doce 
años. De igual modo, los comportamientos fueron cambiantes y tuvieron distintas 
escalas, intensidades y motivaciones. Eso es lo que hace necesario analizarlos en pro-
fundidad y en relación a otros regímenes, sobre todo aquellos que fueron contempo-
ráneos y cercanos territorialmente. Los estudios centrados en esos países permiten 
establecer comparaciones, inspiraciones y, al mismo tiempo, diferencias. A la vez, es-
timulan a pensar e investigar en las recepciones —favorables, contrarias y, en ocasio-
nes, contradictorias— en el campo partidario, cultural, social, religioso y económico.

Por otra parte, es preciso resaltar que el régimen tuvo intenciones fundantes 
(y legitimantes) desde el mismo día del golpe de Estado y las puso en práctica por 
etapas. Los “casos inaugurales”, como se vio, implicaron a 18 intendentes cuando, 
en julio de 1973, reafirmaron su apoyo y dieron gobernabilidad a Bordaberry. En 
tanto, la culpabilización a las gestiones anteriores, que habían permitido “delirios 
autárquicos” en los gobiernos departamentales, permitieron justificar sus medidas 
contravencionales. Sin embargo, las pautas implementadas, en todo el territorio, no 
dieron el resultado esperado ya que, pese a los diagnósticos oficiales, la situación 
financiera de “las intendencias” empeoró conforme pasaba el tiempo. Eso puede 
ayudar a comprender, en parte, los resultados de las instancias electorales de 1980, 
1982 y 1984. Futuras investigaciones deberán profundizar varias de las problemá-
ticas planteadas en este artículo.

Por último, el análisis centrado en el proyecto constitucional plebiscitado 
en 1980, permitió ver que, al menos para los ámbitos departamentales, no pre-
sentó “cambios fundantes”, sino autoritarios, centralizadores y contradictorios 
con la propia “legalidad dictatorial” puesta en práctica. En cuanto al período 
posterior, se mostró —sintéticamente— que hubo políticos dispuestos a apoyar 
al régimen, incluso en una coyuntura que, mayoritariamente, se ha caracterizado 
e interpretado como de oposición generalizada. 

Es necesario, entonces, releer con atención la producción historiográfica 
precedente. Y someter a una mirada crítica ciertos relatos que tienden a minimizar 
los fracasos económicos de la dictadura, o a privilegiar lecturas binarias de las 
recepciones hacia el régimen reducidas a la “adhesión” o la “resistencia”.
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